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El debate sobre el Proyecto de Ley Orgánica so-
bre Protección de la Seguridad Ciudadana se ha
centrando hasta ahora en sus aspectos más llama-
tivos, todos ellos referidos a las facultades policia-
les preprocesales en la investigación y prevención
penales.

Sin embargo, existen en él aspectos no penales
que resultan tanto o más preocupantes.

Sobresale entre ellos la prevista ejecutividad in-
mediata de las sanciones, contenida en el ar-
tículo 38.1.

Se podrá decir que la regulación que se propone
en dicho artículo del Proyecto ---ejecutividad inme-
diata del acto, no suspensión automática por la mera
interposición de recursos, posibilidad excepcional de
suspensión fundada en la imposible o difícil repara-
ción del perjuicio- no es sino una inocente repro-
ducción de los artículos 101 Y 116 de la Ley de Pro-
cedimiento Administrativo. Pero, como ocurre tantas
veces, lo trascendente aquí no son las palabras más
o menos asépticas del texto legal, sino lo que, a tra-
vés de ellas, realmente se establece. Y lo que aquí
se establece es pura y simplemente una vuelta al es-
píritu de la vieja Ley de Orden Público, sobre cuya
derogación formal tan hipócritamente se autofelici-
tan los autores del Proyecto, y una regresión res-
pecto de la evolución que se venía produciendo en
materia de sanciones administrativas desde la tran-
sición democrática.

En efecto, cuando se firmaron en 1977 los Pactos
de la Moncloa, los partidos Políticos de todo el es-
pectro parlamentario que consensuaron la transición
democrática se preocuparon de eliminar los obstá-
culos más evidentes para la consecución de las li-
bertades. Para ello pactaron, además del estableci-
miento de un proceso preferente y sumario para ga-
rantizar jurisdiccional mente las libertades de expre-
sión, reunión y asociación (o sea, aquéllas con ma-
yor incidencia directa en la vida política), la suspen-
sión de la ejecutividad de las sanciones en materia
de orden público en caso de recurso. Percibían así
los autores del consenso constitucional que pospo-
ner la ejecución de la sanción a su firmeza repre-
sentaba nada menos que una de las garantías jurí-
dicas que posibilitarían el establecimiento definitivo
de un sistema democrático en España. Como es sa-
bido, la suspensión automática de la resolución san-
cionadora dictada al amparo de la Ley de Orden PÚ-
blico por la interposición del recurso contencioso-ad-
ministrativo, se incorporó a la Ley 62/78, de Protec-
ción Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales,
en su articulo 7.5. Pero, como se ha apuntado, la in-
troducción de este precepto en nuestro ordenamien-
to jurídico supuso igualmente el inicio de una línea
jurisprudencial que, fundada en la prevalencia de los
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derechos fundamentales a la presunción de inocen-
cia y a la tutela judicial efectiva sobre los principios
de eficacia de la acción administrativa y ejecutividad
de sus actos, llegó a la conclusión de que «tal eje-
cutividad debe ceder en favor del derecho funda-
mental de toda persona a ser considerado inocente
en tanto una resolución firme no establezca lo con-
trario» (Sentencia del Tribunal Supremo de 23 de ju-
nio de 1989).

En definitiva, se había producido en materia san-
cionadora una evolución, primero legislativa y luego
jurisprudencial, a través de la cual se llegó al crite-
rio general de que la ejecución sólo puede seguir a
la firmeza, lo que es la norma general de todo or-
denamiento punitivo. De aprobarse el Proyecto en
los términos remitidos por el Gobierno, con su apa-
rentemente aséptica redacción de del ya citado ar-
ticulo 38 de la no tan aséptica derogación expresa
del también citado artículo 7.5 de la Ley 62/78, el re-
sultado sería, ni más ni menos, una vuelta al fran-
quismo legal en las sanciones administrativas, no
paliado en absoluto porque antes se hablase de «or-
den público» y ahora, para seguir la moda termino-
lógica, de «seguridad ciudadana».

Por lo demás, como ocurre tantas veces, tanto o
más grave que lo que se regula expresamente es lo
que se ha dejado de regular.

El Proyecto, además de las ya señaladas entra-
da-y-registro-con-patada-en-Ia-puerta e identifica-
ción-invitación-acompañamiento, y de la antes alu-
dida regresión en cuanto a ejecutividad de las san-
ciones, se limita a prestar rango normativo a lo que
ya disponían los Reglamentos de Armas y Explosi-
vos y de Policía de Espectáculos y a tratar de ade-
cuar a las actuales exigencias del principio de tipici-
dad el contenido de la vieja Ley de Orden Público.

Así, se reproducen literalmente tipos sancionado-
res de tanta raigambre racial como la infracción de
Joselito «el Gallo» (art. 23,: negativa a actuar en un
espectáculo), o el más moderno tipo Hugo Sánchez
(art. 23,h: la provocación de reacciones en el públi-
co). Sin embargo, la totalidad de las infracciones
muy graves (art. 24) se consideran como tipos cua-
lificados por circunstancias tan abiertas y atentato-
rias a la seguridad jurídica como «la entidad del ries-
go producido», con la nada desdeñable consecuen-
cia de poder elevar la sanción hasta cien millones
de pesetas, o sea, hasta una penalidad material muy
superior a la de muchas conductas tipificadas como
delito en el Código Penal.

Se trata exclusivamente de dotar al Ministerio del
Interior y a las autoridades que de él dependen (no
existen Comunidades Autónomas ni Ayuntamientos)
de un expeditivo instrumento de poder y de control
de los ciudadanos. El resto, como podría ser enfren-



tar de una buena vez una parte general y un proce-
dimiento común para las infracciones administrati-
vas vienen a ser, al aparecer, problema menor que
no merece la atención de los autores del Proyecto.

Tan anclado en el pasado se encuentra el texto re-
mitido a la Cortes que, pese a esgrimir como panta-
lla-reclamo de las medidas más expeditivas el pro-
blema del tráfico y consumo de drogas, ni siquiera
se preocupa de regular aspectos tan trascendenta-
les al respecto como el control de fabricación y dis-
tribución de las sustancias indispensables para la

elaboración de aquéllas, o de los movimientos de ca-
pital que tal comercio genera.

En definitiva, en un momento en que la vieja Ley
de Orden Público, «tan emblemática del régimen po-
lítico anterior», como se dice en la exposición de mo-
tivos del proyecto, había «caído prácticamente en
desuso», lo que se nos propone es recuperar su
contenido, con todas sus características originarias,
en una nueva ley. De este modo, la derogación for-
mal de la vieja LOP viene a constituir un mero ma-
quillaje legislativo.
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